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La declaracién constitucional de la autonomia universitaria res-
ponde, sin duda, a una aspiracion ampliamente exiendida en la so-
ciedad espafiola o, al menos, en los circulos académicos e intelectua-
les. Pero este declaracion es de una gran vaguedad. El articulo 27
de la Constitucién se limita a afirmar que «se reconoce la autonomia
de las universidades en los térmirios que establezca la ley».

Esta vaguedad responde a la inconcrecion y ambigiiedades gue
tiene en el fondo la reivindicacién social que trata de satisfacer.
Porque la unanimidad en reclamar una autonomia universitaria
encubre, de hecho, cqncepciones diferentes e incluso contradictorias
del modo en que debe organizarse la educacion superior.

I. La .aUTONOMiA UNIVERSITARIA COMO INSTRUMENTO DE LA RESISTENCIA
_ A LA DICTADURA

La aspiracion a la autonomia se extiende en nuestras Universi-
dades al final de la década de los afios sesenta y principios de los
setenta. En cierta medida, en esta aspiracion influye la gran corrien-
te de rebeldia estudiantil que existe en el mundo en esa época. En

* Este trabajo fue remitido por el autor antes del envio al Parlamento de la
Ley de Reforma Universitaria, lo que explica la falta de referencias al texto de
la misma.
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las reivindicaciones de los movimientos universitarios espaiioles pue-
den encontrarse ecos directos de las agitaciones de Berkeley, o del
mayo del sesenta y ocho en la Sorbona. Pero, en Fspafla, la agitacion
estudiantil se inscribe en el marco més amplio del movimiento de
oposicién democratico al anterior régimen politico espaifiol. Las Uni-
versidades eran espacios privilegiados para mostrar la oposicién a
un régimen que dejaba pocos resquicios para le expresion de las
discrepancias. Por ello, las reivindicaciones universitarias incluian,
junto a las inquietudes especificas, estrategias y objetivos de alcan-
ce mas profundo. .

La reclamacién de autonomia constituia una plataforma que, por
su generalidad, se prestaba muy bien para incluir una vasta gama
de motivaciones de origen e intencionalidad diversa. Para unos, sig-
nificaba la utopia que traeria la ausencia de reglas y jerarquias y
la plena igualdad de oportunidades ante la cultura, o la desapari-
cion subita de todos los defectos de la Universidad que realmente
vivian. Para otros, era el marco en el qué se realizarian sus aspira-
ciones estamentales o corporativas. A veces, la autonomia universi-
taria formaba parte de la reivindicacién maéas amplia de autonomia
politica de una region o nacionalidad. Pero, sobre todo, defender la
autonomia significaba para la oposicién democratica establecer un
marco de ejercicio de libertades y sustraer a la influencia de un
Gobierno considerado ilegitimo un espacio estratégicamente muy
importante para la movilizacién de la opinién nacional.

Es evidente que el cambio politico sustancial ocurrido en Espaiia,
con el asentamiento de la democracia, nos obliga a plantearnos el
funcionamiento de las Universidades de una manera muy diferente
a como se hizo en los afios sesenta y setenta. Hoy ya no vivimos
bajo una dictadura. sino en una democracia que reconoce con am-
plitud las libertades civiles y, especificamente, la libertad académi-
ca. La libertad de expresion en la vida académica no es ya una meta
a alcanzar, sino una mas de las libertades civiles reconocida en la
Constitucion.

La funcién politica que cumplian los campus universitarios ha
perdido su razén de ser al establecerse los cauces formales de expre-
sién de la opinién pablica y de eleccién de los representantes de los
ciudadanos. Estan reconocidas ampliamente las autonomias de to-
das las regiones y nacionalidades del Estado. Y, sobre todo, estd
claro que no puede considerarse como un bien en si mismo el en-
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frentamiento de la Universidad con el Gobierno, cuando éste no es
yva un Gobierno impuesto por la fuerza, sino el resultado de una ma-
yoria parlamentaria surgida de una eleccién democratica.

Este cambio radical de circunstancias nos obliga a desmitificar
el concepto de autonomia -—dejando al margen su caracter de ins-
trumento de lucha politica que pudo tener legitimamente en otra
época— y a enfocarlo simplemente como la forma de conseguir un
funcionamiento maéas eficaz de las Universidades publicas en cuanto
instituciones creadas para la prestacién de un servicio publico (1),

Desde esta perspectiva, la autonomia universitaria consagrada
en la Constitucion responde a una tendencia universalmente acep-
tada. Pero las férmulas especificas en que ha cristalizado en el
mundo esta autonomia han llegado a través de caminos diferentes
y tienen significados y resultados muy diversos. Por ello, al plantear-
nos el sentido de la autonomia en Espafia, es Util considerar las gias
a través de las cuales se. abre paso la idea de autonomia de las Uni-
versidades publicas y los distintos modelos en que esta idea se con-
creta.

II. Los MODELOS DE CONFIGUBRACION DE LA AUTONOMIA UNIVERSITARIA

1. Las Universidades privadas como origen del modelo autonémico

Normalmente, el contenido de la autonomia universitaria se re-
fiere a los aspectos siguientes:

— Normas de organizacion y funcionamiento. -

— Designacién de los 6rganos de gobierno.

— Establecimiento de titulos, diplomas y programas de estudios.
— Seleccidén de profesores y personal no docente.

— Admisién de estudiantes.

-— Disposicién del patrimonio e ingresos.

En la medida en que una Universidad tenga capacidad de decisiéon
sobre estos aspectos se dice que esS mas o menos auténoma.

(1) No es mi propésito entrar ahora en la polémica sobre el caracter de servi-
cio publico de la ensefianza superior en su conjunto, que dio lugar a ampliar
discusiones durante el debate parlamentario del proyecto de Ley de Autonomia
Universitaria antes de su retirada por el Gobierno Calvo Sotelo. Nos referimos,
aqui, 2 las Universidades publicas y no creo que nadie discuta €l caracter de
servicio publico de la actividad que realizan estas Universidades.

»
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En realidad, ese ideal de Universidad auténoma refleja la situa-
cion de la Universidad privada en la segunda mitad del siglo xix.
En términos generales, y a pesar de la variedad de sus caracte-
risticas en los distintos paises, puede afirmarse que, en esa época,
las Universidades siguen uno de estos dos patrones: el modelo
anglosajon, de Universidades privadas, o el modelo de Universi-
dades estatales centralizadas, cominmente llamado «napoleénico»,
caracteristico del continente europec y de los paises que, como la
América hispanica, tienen su origen en la colonizacién continental
europea y pertenecen a su area de influencia cultural.

En el mundo anglosajon, las Universidades surgen como iniciati-
vas independientes del Estado y viven al margen de la actividad es-
tatal. Son fundaciones establecidas libremente por los particuiares
u organizaciones promotoras, que aportan el patrimonio inicial y
establecen los Estatutos en el documento fundacional. Ejercen su
actividad de cara al mercado, sus titulos vy diplomas tienen el valor
que el propio mercado les asigna y se financian con las rentas deri-
vadas del patrimonio y con los ingresos obtenidos de su actividad.
El Estado, ni limita las actividades de las Universidades, ni compro-
mete en ellas nada propio —sean fondos o facultades publicas—. Inclu-
so cuando interviene para regular el acceso a algunas profesiones, como
"la " Abogacia o la Medicina, no delega su potestad de control en las
Universidades, sino en los colegios o corporaciones profesionales, que
son quienes, en virtud de un examen —y. no de las caracteristicas de
los diplomas poseidos— admiten o no al ejercicio de la profesion.
La Universidad no pide nada al Estado, no compromete al Estado y
asume enteramente el riesgo de un posiblve fracaso. Su receptividad
a las demandas sociales esté asegurada va que, al funcionar en con-
diciones de libre mercado, pone en juego su propia supervivencia
.si no oferta la clase de educacién que corresponde a la demanda. La
autonomia no es, pues, una concesién de los poderes puablicos, sino
una consecuencia natural de la aceptaciéon por ellos de que la ense-
fianza superior pertenece a la esfera de la libre iniciativa privada.

En el sistema napolednico, la ensefianza superior es considerada,
en cambio, como una funcién del Estado. En consecuencia, las Uni-
versidades publicas son servicios integrados en la jerarquia admi-
nistrativa del Estado; los 6rganos de gobierno académico son auto-
ridades publicas; los profeséres son funcionarios; la actividad se
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financia con.fondos publicos; y:los titulos académicos son titulos
administrativos "que dan acceso al ejercicio profesional. *

.En ‘esta- dualidad de sistemas, la autonomia universitaria es una
caracteristica que diferencia el sistema de Universidades privadas
del sistema de Umvermdades estatales, Pero este panorama va a com-
plicarse al producn'se un doble fen6meno: de un lado, la creacién
de Universidades publicas en el mundo anglosa]on y, de otro, la rei-
vindicacién de autonomia para las Umversadades piblicas en los
paises que segma.n el sistema napoleénico,

2. El modelo anglosa;on de fundacwnes publicas

En los paises anglosa.}ones la aparlcmn de la Universidad publica
auténoma se produce de una forma gradual Es cierto que la crea-
cion d1recta de UHIVGI‘SIdadeS por el poder pubhco y la financiacién
con fondos publicos de las actividades universitarias suponen en el
plano teérico una alteracién sensible del modelo. Pero las condicio-
nes de la sociedad favorecen la adaptacion. En un mercado de libre
competencia nada es méas normal que la legada al mercado de nue-
vos competidores. Claro esté que esa enfrada no tiene el mismo sig-
nificado cuando el nuevo competidor es el Estado ya que, al requerir
la, aportacion de fondos publicos, el riésgo es asumido colectivamen-
~ te por todos los - ciudadanos. Pero en este caso, la prestacion directa

-de . servicios se produce en momentos en gque las Universidades exis-
tentes se ven desbordadas por la demanda creciente y -las nuevas
Universidades publicas no se ven como competidoras por una clien-
tela escasa, sino como un cauce gue ayuda a descargar una presidn
excesiva. _ v ) _

- Por otra parte, el Estado, al asumir la nueva funcién, no meodifica
sustancialmente el modo de operar tradicional, ya que actia de ma-
nera s'imila{r a como vienen haciendo los demés promotores saciales.
Los titulos gue expiden las nuevas Universidades no llevan anejo
ningun privilegio profesional. Siguen siendo titulos académicos que
compiten en el mercado por el valor profesional que la sociedad quie-
ra darles y —en el caso de profesiones reguladas— estin sometidos
a los mismos requisitos de convalidacién gque los de las Universida-
des privadas, incluido el examen ante la corporacion proi‘esional res-
pectiva, cuando asi est4 estabecido. Por otra parte, para la organiza-
cion de las Universidades publicas, ¢l Estado utiliza la misma, via de
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la fundacién. Al igual que cualquier otro promotor, el Estado crea
una fundacién con personalidad juridica propia, asignandole un pa-
trimonio y dotandole de un Estatuto que establece las lineas genera-
les de organizacion y funcionamiento. Y, lo mismo que en las Uni-
versidades privadas, son el 6rgano u o6rganos de gobierno previstos
en los Estatutos de acuerdo con la voluntad del fundador, quienes, a
partir del momento fundacional, van a tener la responsabilidad de diri-
gir la actividad de la institucién: desarrollar las normas de organiza-
ciéon y funcionamiento, establecer diplomas y programas de estudios,
seleccionar personal docente y no docente, establecer los crite-
rios de admisién de estudiantes, fijar sus ingresos y gastos y admi-
nistrar o disponer de su pairimonio sin mas limitaciones que las es-
tablecidas en el acta fundacional.

En la composicion de los Organos superiores de gobierno —cues-
tion que serd sin duda el mas polémico de los aspectos de la
Universidad publica— se seguifan las mismas lineas a que venia
respondiendo la fundacién de las Universidades privadas. Bien, la
atribucién de todos o la mayoria de los escafios a instituciones pu-
blicas locales o fuerzas sociales organizadas, bien, analogamente a
lo que ocurria con frecuencia en el caso de fundaciéon de la Uni-
versidad por una iglesia u otra institucién permanente de cualgquier
naturaleza, reservando la designacién de los miembros del érgano
superior de gobierno de la Universidad a la entidad publica promo-
tora. Asi, en los Estados Unidos, los miembros de los 6rganos de go-
bierno de las Universidades publicas suelen ser designados en su
totalidad o mayoritariamente por el gobernador del Estado, con apro-
bacién de la Camara legislativa, entre personalidades prominentes
en el mundo de las empresas, las profesiones o la cultura (2.

La configuracién de las Universidades publicas auténomas en el
mundo anglosajon enlaza, pues, de manera natural con la tradicion
autondémica: organizacién- de las Universidades como fundaciones;
estructura que responde a los Estatutos establecidos por el fundador;
articulacién en sus 6rganos de gobierno tanto de la vinculacién a la

(2) “En Inglaterra la situacién es mucho més compleja, ya que hay una gran
variedad de regimenes aplicables a las Universidades y otras instituciones de edu-
cacién superior. En general, puede decirse que, al fundar Universidades publi-
cas, el Estado ha tendido a asegurar la presencia mayoritaria en los 6rganos de
gobierno de representantes de las Administraciones locales y fuerzas sociales
mas que a reservarse el nombramiento directo de sus miembros. No obstante,
tienen cada vez mayor importancia los Instituto Politécnicos que, aunque ofre-
cen carreras similares a la Universidades, tienen una dependencia directa del
poder publico.
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organizaciéon promotora como al entorno social al que sirve. Nada
tiene que ver, en esa tradicion, la autonomia universitaria con - la
autogestion. )
Cuestién distinta es la participaciéon. En las Universidades aut6-
nomas anglosajonas, tanto privadas como publicas, la idea de parti-
cipacion social ha sido siempre muy fuerte, tanto a través de la pre-
"sencia en los 6rganos de gobierno de miembros relevantes de la
comunidad como en aportacién a la financiacién a través de donacio-
nes y otros medios de apoyo. También lo ha sido la participacién de
los profesores. Aunque la decisién final la tienen siempre los drga-
nos de gobierno en los que los profesores tiemen escasa © ninguna
representacién formal, los profesores, a través de las consultas, pro-
puestas o ejercicio de facultades delegadas, asumen la principal ini-
ciativa de la orientacién de la Universidad. Y ello en estrecha cola-
boracion con los responsables de los servicios administrativos que, en
una Universidad auténoma, adquieren fatalmente gran desarrollo y
exigen el reclutamiento de administradores y técnicos de alta cuali-
ficacién. Vale la pena sefialar, sin embargo, que, en los ultimos afos,
se ha hecho frecuente la participacion de representantes de los pro-
fesores, personal no docente, ex alumnos y estudiantes en el érgano
superior de gobierno; aunque esta representacion sea un conjunto
minoritario, y constituya, por tanto, un cauce mas directo de expre-
sién y colaboracién que no puede identificarse con la autogestion.

3. El modelo latinoamericano de autogestion de la Universidad

Paralelamente g la transformacién del modelo anglosajén por la
aparicion de las Universidades publicas, tiene lugar la transforma-
cién del modelo napoleénico por la tendencia de la Universidades
estatales a la autonomia. Este fenémeno, que se desarrolld maéas tar-
diamente en Europa, surge con gran fuerza a principios de siglo en
América Latina. Como origen, suele sefialarse convencionalmente el
movimiento de <reforma universitaria», irradiado desde la Universi-
dad argeniina de Coérdoba en los afios siguientes a la Primera Gue-
rra, Mundial (3). Este movimiento reclama el fin de la autoridad del

(3) El movimiento de reforma administrativa adguiere una amplia difusién

a partir del Congreso latinoamericano de estudiantes celebrado en la Universi-

dad de Cérdoba en 1918. No obstante, las reivindicaciones estudiantiles de parti-

cipar en el gobierno de la Universidad y en la seleccion del profesorado se ha-

' bian expresado ya en.iotras ocasiones anteriores, por ejemplo, en el I Congreso
Nacional de Estudiantes de Msjico de 1910.
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Estado en la direccién de la Universidad publica y su sustifucién.por
una direccién colegiada formada por profesores, estudiantes y gra-
duados en igualdad de representacion.

A lo largo de la primera mitad del siglo xx el modelo se genera-
liza en América Latina. No siempre en cuanto a la caracteristica de
participacién paritaria de estudiantes y profesores gue con frecuen-
cia ha sido considerado su rasgo mas llamativo, sino en su caracte-
ristica mas profunda de autogestién. La autogestion, que logra su
consagracion, incluso, en varias Constituciones (4), tiene concreciones
variadas. A veces mantiene la forma igualitaria y tripartita (un ter-
cio de representantes de los profesores, un tercio de representantes
de ex alumnos o de los colegios profesionales), otras veces desemboca.
en soluciones que incluyen, ademas de los profesores y los estudian-
tes (en proporciones variables), a los ex alumnos o al personal-de
Administracién y servicios. Lo que permite englobar todas estas
férmulas en la categoria mas general de . autogestiéon (aunque la
palabra sélo se bopularizara en Europa mucho mas tardel, es la asun-
cién del gobierno por los sectores internos de la propia Universidad,
sean éstos empleados —docentes 0 no— ¢ usuarios de la institucion,
y su caracter excluyente, tanto respecto al poder publico como al
resto de la sociedad.

Al importar el concepto de autonomia universifaria, las Univer-
sidades latinoamericanas no incorpoi‘an, sin .embargo, ciertos ele-
mentos del contexto en que se desarrollaba el funcionamiento auto-
noémico y que constituian elementos constitutivos de ese modelo. Las
Universidades - publicas auténomas no actiian como entidades auto-
suficientes en un mercado abierto. Su sistema de creaciéon (ley), su
financiacion con.cargo al presupuesto puablico, el caracter de titulos
administrativos de sus diplomas y otros rasgos de su funcionamiento
(que a veces se extienden a la convalidacion de titulos extranjeros o

(4) La autonomia universitaria se recoge en numerosas Constituciones. ame-
ricanas, tanto antiguas (v.g. Constituciéon boliviana de 1938, cubana de 1940)
como recientes {(Constitucién peruana de 1980). La amplitud en que se extiende
varia: a veces se refiere a la Unica Universidad publica existente en el pais al
promulgarse la Constitucién (v.g. Constitucién de Costa Rica de 1949) a las Uni-
versidades en general (Constitucién de Peru de 1980), o a las Universidades p1i-
blicas y privadas (Constitucién de Ecuador de 1946). La independencia frente al
Gobierno y el Parlamento se refuerza a veces por la atribucién de un porcentaje
fijo del presupuesto del Ministerio de Educaciéon (v.g, 10 por 100 en la Constitu-
cién de Costa Rica de 1949) o de los ingresos del Estado (v.g. 2 por 100 de los
ingresos ordinarios en la Constitucién de Guatemala de 1953 o Constitucion de
Honduras de 1857).
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incluso al control de la actividad de las Universidades privadas) (5),
las caracterizan como poder puablico. Un poder phblico al que, sin
embargo, el funcionamiento autogestionario excluye de los controles
ciudadanos que se consideran esenciales en un sistema de gobierno
democratico.

La razén de esta paradoja hay gue buscarla en las circunstancias
politicas en que se produce la reivindicacién autonémica en la Amé-
rica Latina, que prefiguran en muchos aspectos la dindmica de esta
misma reivindicacion en la Espaiia de los afios sesenta y setenta. En
una situacion en gque se alternan los periodos de democracia inesta-
ble con las frecuentes etapas de dictadura, se busca a través de un
ordenamiento particular una garantia de las libertades académicas
que no estad asegurada suficientemente en el ordenamiento -general.
A través de la identificacion de la autonomia de las Universidades
publicas con el sistema de autogestion se. establece asi un ambito
exento de libertades, un pequeilo Estado dentro del Estado sustrai-
do a la influencia de los gobiernos considerados de dudosa legitimi-
dad democratica. . . '

Frente a la dualidad de Universidades publicas del mundo an-
glosajén, constituidas como fundaciones publicas, y Universidades’
estatales integradas en la jerarquia administrativa del continente
europeo, se forja asi el nuevo modelo de Universidades publicas auto-
gestionaria que por su origen geografico definido cabe calificar, con
justicia, de latinoamericano, aunque en los Gltimos afios se haya exten-
dido fuera del marco geografico y del_ contexto politico-social en que
nacio (8). )

4. Las concepciones autogestionarias de la autonomia en los paises
europeos

La generalizacion de la reivindicacién de autonomia universita-
ria en los paises del continente europeo —al menos, en la parte de

(3) Estas facultades se reconocen, por ejemplo, & la Universidad autogestio-
nada de San Carlos por la Constitucién de Guatemala de 1953.

(8) La originalidad del modelo latinoamericano de autogestién se subraya en
relacién con la Universidad publica en el Estado contemporédneo. Tanto en Es-
pafia como en otros paises hay, por supuesto, numerosos precedentes de autogestion,
con predominio de los profesores o de los estudiantes ¢ incluso de gobier-
no asambleario, en las Universidades de otras épocas. Pero se trata de preceden-
tes de escasa validez; ya que ni aquellas Universidades tenian la misma natura-
leza que las Universidades, actuales, ni era lo mismo el Estado o la ideas de los
fines plblicos. Vid. G. AJo y Sienz pE ZUNiga: Historia de las Universidades his-
pdnicas, Madrid, 1957-72. .
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Europa integrada en lo que solemos llamar mundo occidental— se
plantea la eliminacién del poder jerarguico asumido tradicionalmen-
te por el Gobierno sobre el funcionamiento de las Universidades pu-
blicas. _

A la hora de sustituir este poder se produce un deslizamiento ge-
neral hacia la idea de autogestion. Seria sin- duda excesivo pensar
que esta tendencia se produce como consecuencia de un deseo cons-
ciente de imitar el modelo latinoamericano de organizacién univer-
sitaria. Aparte de que ese ejemplo haya podido tener alguna influen-
cia indirecta o marginal, hay que pensar mas bien que, al importar
la idea de autonomia, se ha llegado a un resultado, que coincide en
gran parte con el modelo latinoamericano, siguiendo la linea de me-
nor esfuerzo. Era més facil reducir la idea de autonomia a un cam-
bio en el modo de desighacién de los 6rganos de decisién, mantenien-
do intocadas las demas ideas basicas que conformaban la estructura
de la Universidad napoleénica, que repensar un nuevo tipo de Uni-
versidad publica a partir de la idea de autonomia.

Bien es cierto que la aparente facilidad de esta solucién habria
de encontrar numerosos e importantes problemas. En primer lugar
la propia idea de autogestion no tiene el mismo significado para to-
dos los sectores que la defienden. Los profesores de la maxima cate-
goria tienden a considerarse los herederos natdrales de los poderes
del Estado. Y es bastante 16gico que ello fuese asi. Veorr ha sefalado
que en Francia, bajo la apariencia de la mas estricta jerarquia, el

papel del Ministerio era méas simbolico que real y que, de facto, la
‘ mayoria de los poderes eran ejercicidos por la élite de los profesores
titulares —equivalente a nuestros catedraticos— bajo la cobertura
de la delegacién o la aprobacién formal por la Administracion (7).
Esta situacidn, que se da también de. manera similar en los demés
paises de Universidad «napolednica», hace explicable que quienes
ejercian de hecho las funciones de direccion de la Universidad
tiendan naturalmente a asumir su titularidad. Pero hay aqui un
cambio sustancial. Cuando VepeL califica la Universidad napoleoni-

{7 <Los nombramientos del profesorado, los ascensos, los destinos a tal o
cual Universidad se hacian sobre la propuesta de comisiones u Organos elegidos...
Los programas, la estructura de los estudios, la pedagogia, el sistema de exame-
nes eran fijados por comisiones de profesores: el ministro se limitaba a ratificar
los resultados.» Georges Vepen: Lo experiencia de la reforma universitaria fran-
-cesa: autonomia vy participacién, Ed. Civitas, Madrid, 1978. Las mismas ideas en
forma parecida se repiten en su trabajo <Las exigencias del servicio publicor, en
Para que la Universidad no muera, Ed. Rialp, Madrid, 1980.
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ca como el «Gnico servicio plblico autogestionado de la Historia de
Francia» (8). comete una evidente exageraciéon. Habia una amplisi-
ma participacién, pero no habia ap.togéstién. Porque 1o que legiti-
maba las decisiones no era tanto el que fuesen tomadas por los
profesores cuanto la aprobacién ministerial, que las convertia en
decisiones del Estado respaldandolas con la legitimidad social que
el propio Estado tiene. Privados de la legitimidad que les daba su
insercién en la jerarquia administrativa, los profesores de élite no
han encontrado una legitimidad propia que justifique su control de
la institucién wuniversitaria ante las reivindicaciones de los demas
sectores. '

A su vez, y pese a las alianzas tacticas que con frecuencia se es-
tablecen en el rechazo de lo que se ha llamado «la Universidad de
los mandarines», los demads grupos tampoco coinciden en su inter-
pretacién de la autogestion. Para los profesores de escalas inferio-
res, la, autogestién supone fundamentalmente la -igualdad de todos
los profesores en la toma de decisiones y en la capacidad para osten-
tar los.cargos académicos. Para los empleados de Administracién
es una via de ennoblecimiento de su status interno, un instrumento
para superar la distincién, sentida como fuente de privilegios y dis-
criminaciones, entre condiciones de trabajo de docentes y no docen-
tes. Y entre los estudiantes surgen multiples corrientes que van desde
el desinterés total hasta la reivindicacién paritario o incluso la
desinstitucionalizaciéon o el gobierno asambleario.

El frente comiin opuesto a la idea de dependencia jerarquica
de la Administracion se convierte en ca.mpo de batalla a la hora de
establecer el nuevo poder autogestionario. '

Al magen del reparto del poder de gestién de la institucién, la
idea de autonomia choca en estos paises con las caracteristicas es-
tructurales de la Universidad estatal. En las Universidades, ni los
profesores ni los estudiantes parecen dispuestos a renunciar a que
los diplomas sigan habilitando automéaticamente para el ejercicio pro-

(8) G. Veper: La experiencia de la reforma..., cit., p. 33. En realidad, VEDEL
no distingue entre participacién y autogestion. En mi opinién, hay, sin embargo,
unsg, diferencia fundamental enire ambas. Existe autogestion cuando la participa-
cién se convierte en asuncién de una mayoria decisoria o cuando se formalizan
los poderes ejercidos antes por delegacién o previa aprobacién. Aunque se ejerza
raramente, la retencién de la capacidad final de decisién es la garantia del con-
trol publico. Y ello no s6lo en teoria, ya que la posibilidad de que la aprobacién
sea, negada propicia normalmente un cierto autocontrol en quienes efectian las
propuestas. )
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fesional. Pero el caracter de titulos administrativos que tienen los
diplomas hace dificil que el Estado renuncie a la competencia di-
recta sobre ordenacién de las carreras y al control de los progra-
mas de estudios que conducen a esos titulos. La autonomia para
seleccionar a sus estudiantes choca con la concepciéh del libre acce-
so a la Universidad, que se difunde paralelamente a las concepcio-
nes autogestionarias. La capacidad de establecer sus presupuestos y
decidir los gastos que han de ser financiados con fondos puablicos
choca con la tradicién europea en la que la aprobacion del destino
de los impuestos por los representantes de los contribuyentes se con-
sidera un elemento esencial de la democracia. Y la compatibilizacién
de la autogestién universitaria con la condicién de funcionario del
Esta,do del personal universitario, presenta problemas que han sido
calificados en Francia como <«la cuadratura del circulo».

Es cierto que, como hemos visto, en América Latina las Universi-
dades estatales se convirtieron en Universidades autogestionadas sin
cambiar sus caracteristicas estructurales, pero el contexto politico-
social es alli muy distinto. En los paises europeos, de democracia
estable, las libertades académicas forman parte de las libertades
ciudadanas sélidamente garantizadas por las constituciones, y la
existencia de cauces politicos normales hace superflua la configura-
cién de las Universidades como un espacio privilegiado de resisten-
cia al poder estatal. En esas condiciones la autonomia universitaria
no tiene una dimensién politica de la misma magnitud y resulta difi-
cilmente admisible la idea de que pueda Hlevar a la constitucién de
un poder publico independiente al margen del confrol ciudadano.

Esto hace que la configuracién de la Universidad publica auto-
noma se-encuentra atn en Europa en una fase de transiciéon y de
busqueda de su forma definitiva y que los paises hayan utilizado
féormulas mixtas que tratan de aliar elementos de diversos modelos.

Si hace unos afios, en el periodo de exaltacxén que recorre el
mundo universitario y que tiene su cenit en el mayo francés del
sesenta y ocho, la autogestiéon pudo considerarse como la respuesta
definitiva a la Universidad napoleénica periclitada, esta respuesta
esta siendo cada vez mas cuestionada. De hecho, la legislacién po-
sitiva. no llegé a adoptar, en ningin pais el modelo autogestionario
en su forma pura y los elementos de autogestion incorporados co--
existen con el mantenimiento de amplias facultades del Estado en

2638



EL FUTURO DE LAS UNIVERSIDADES PUBLICAS

numerosos aspectos (9) y con la introduccién simultanea de elementos
‘de participacién social. Ademas, después de varios afios de expe-
riencia, el entusiasmo por la autogestion parece haber decaido visi-
blemente, las criticas a las consecuencias de la autogestién son nu-
merosas y son cada vez mas las voces autorizadas que reclaman la
busqueda de nuevas soluciones pa,ra, la organizacién de las Univer-
sidades publicas.

N

ITII. EL ENCAJE DE LA AUTONOMIA UNIVERSITARIA EN EL DERECHO PUBLICO
ESPANOL

1. Flexibilidad y limites de la autonomia en la Constitucion espafiola

Al reconocer expresamente la autonomia de las Universidades, la
Constitucion pone fin a la organizacion jerarquica de la Universi-
dad publica. Pero al remitir el contenido de la autonomia a «los tér-
minos que establezca la Ley» da un caréacter flexible al marco defi-
nidor de esta autonomia. Esta flexibilidad se da en un doble aspecto.
En primer lugar, en cuanto que, ante el silencio de la Constitucion,
corresponde al legislador ordinario la eleccién entre las diversas
concepciones posibles de la. autonomia y la definicién de su oz:ien—
tacion y contenidos de acuerdo con la concepcion elegida. En segun-
do lugar, es flexible en el tiempo, en cuanto que las leyes ordinarias,
si cambia el criterio de los legisladores, puedeh modificar o incluso
remodelar en sentido diferente la autonomia universitaria de acuer-
do con las experiencias de su funcionamiento y las necesidades de
la sociedad espafiola en cada momento (10). '

En efecto, nada hay en la Constitucién que indigque que . la ley
a que se deja la regulacion de la autonomia universitaria sea un

(9) Después de la Ley de orientacién que establecié la autonomia en Francia,
existe iin control estatal mas efectivo en determinados aspectos. La autoridad
ministerial ha sido ejercida, a veces, de manera muy estricta como en el caso
de la decision tomada por la ministro madame Saunier-Seité de reducir ciertos
tipos de diplomas. .

(10} En el texto constitucional hay que ver, también, junto al establecimiento
de la autonomia de las Universidades, una afirmacién del carécter legal de la
misma que excluye cualguier posible interpretacién de un- derecho «natural» de
las Universidades a la autonomia. Hoy carecerian de base constitucional afirma-
ciones como la que hace T. Diaz GonziLkz, de que la autonomia universitaria
«no’ deberia encuadrarse en el. Derecho administrativo, sino que tiene su funda-
mento en el Derecho. natural y deberia encuadrarse-en -el- Derecho- corporativo
actualmente por hacers. Cir. Autonomza Universitaria, Pamplona, 1974,

2639



' ALBERTO GUTIERREZ RENON

unico texto legal en que el legislador se pronuncie de una vez para
siempre dando nacimiento a nuevas instituciones que, a partir de
ese momento, y a diferencia de las demds instituciones publicas,
escapen a la competencia de los 6rganos legislativos. La remisién &
la ley ha de entenderse referida a la manifestacién de la voluntad
de los poderes legislativos, sea emitida en uno o mas textos legales,
y que pueden, como el resto de las leyes, ser completados, modifi-
cados o sustituidos por textos legales posteriores. Incluso en el con-
texto de la organizacion constitucional del Estado espafiol hay que
referirse a los poderes legislativos en plural, ya que la remision a
a los términos de la ley abarca no sélo a las leyes emanadas del
Parlamento del Estado, sino también a las normas con valor de ley
que puedan aprobar los parlamentos de las Comunidades Autdno-
mas dentro del marco de los respectivos Estatutos y de las leyes or-
ganicas del Estado en esta materia.

La flexibilidad de este marco estd condicionada por ciertos limi-
tes y directrices establecidos en la propia Constitucion.

La prlmera, limitacién se deriva de los prmc;plos constituciona-
les de 1gua1da.d y no discriminacion, que se consagran en los articu-
los 14 y 139 y que se imponen. con caracter general a todas las enti-
dades y autoridades publicas. Como ha puesto de relieve FERNANDEZ
RooricuEez, de -estos principios se deducen importantes consecuencias
en relacién con el acceso de.los alumnos, selecciéon de profesores y
organizacién de los estudios (11).

En segundo lugar, la autonomia financiera de las Universidades
resulta limitada por los preceptos constitucionales que determinan
la inclusion en los Presupuestos generales del Estado de <«la totali-
dad de los gastos e ingresos del sector publico estatal» (art. 134) y el
sometimiento de las cuentas del sector publico estatal al control del
" Tribunal de Cuentas (arts. 136 y 153). .

La Constitucién establece también hmltacmnes en cuanto a las
actividades que constituyen la razén de ser de las Universidades, la
investigacién y la docencia. En €l primer caso, la limitacién es muy
general: el Estado se reserva como competencia exclusiva la coor-

(11) Vid. T. R. Ferninoez RopriGUEz: «La autonomia universitaria: su ambito
v sus limites». Leccién inaugural del curso Universidad Nacional a Distancia, Ma-
drid, 1982. En el agudo analisis que hace del tema, se echa de menos, sin em-
bargo, la referencia a los limites que para la autonomia financiera de las Uni-
versidades supone la reg'ulacmn constitucional de los presupuestos del sector
publico estatal.
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dinacion general y el fomento de la investigacion fart. 149.1.15). Pue-
de ser compatible, por tanio, con una amplia autonomia en la orga-
nizacién de las actividades docentes. El articulo 149.1.30 reserva a-
la competencia exclusiva del Estado la «regulacién de las condicio-
nes de obtencion, expediciéon y homologacion de titulos académicos».
Es cierto que la calificacién de esta competencia como exclusiva del
Estado se hace al definir los limites de la distribucién de competen-
cias entre el Estado y las Comunidades Auténomas y no como re-
serva, frente a las Universidades. Quiza cabria interpretar que es
posible, al menos teéricamente, que el Estado, al regular esta mate-
ria con competencia exclusiva, decida atribuir a las Universidades
la capacidad de establecer titulos o diplomas con valor profesional,
0 Que remita a las normas propias de cada Universidad en cuanto a
los requisitos para la obtencién de .estos titulos. Pero, en cualguier
caso, la mencién expresa en este articulo indica que estas faculta-
des no estan implicitas en el contenido de la autonomia y que las
. Universidades auténomas, publicas o privadas, carecen de ellas, a
menos que tengan una atribucién expresa del Estado. '

También habria que senalar, aunque méas como directrices pro-
gramaticas que como limites en senfido estricto, la aplicacién de
otros dos articulos de la Constitucion. El articulo 129, que determina
que «la ley establecera las formas de participacion de los interesados
en la Seguridad Social y en la actividad de los organismos publicos
cuya funcién afecte directamente a la calidad de la vida o al bienes-
tar general», organismos entre los que se encuentran indudable-
mente las Universidades publicas. Y el articulo 27, que se refiere a
la participacién en el control de gestiéon de todos los centros docen-
tes sostenidos con fondos piuiblicos de «los profesores, los padres y
en su caso los alumnos» en los términos que la ley establezca.

Nada dice, sin embargo, la Constitucién sobre cual haya de ser
el contenido de la autonomia universitaria ni sobre cual sea la con-
cepcién de la autonomia a la que responde su reconocimiento cons-
titucional. En principio, la concepcién de las Universidades auténo-
mas como fundaciones puablicas y las distintas modalidades en que
pueden concretarse las concepciones autogestionarias caben igual-
mente en el marco definido por los limites y las directrices consti-
tucionales. Es ésta una cuestién abierta a la que ha de dar respuesta
el legislador. '
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En la eleccién del modelo a seguir pesaran consideraciones de
indole muy diversa. Y, entre ellas, habra de figurar, sin duda, la
ponderacién de las posibilidades y problemas gue una u otra orien-
tacioén plantean en relacién con los cauces que nuestro Derecho pu-
blico puede ofrecer para la transformacion de las Universidades
estatales en entidades dotadas de autonomia. Por ello puede ser de
gran utilidad la reflexiéon sobre la naturaleza juridica de las Uni-
vesidades publicas y sus posibilidades de encaje, de acuerdo con esa
naturaleza, en las distintas categorias de entfidades ptblicas que re-
conoce nuestro ordenamiento. '

2. La naturaleza juridica de las Universidades, ;fundaciones puiblicas
0 corporaciones? '

_ El creciente numero de entidades pablicas a que ha dado lugar
la, expansién del Estado.moderno se desarrollé durante bastante
tiempo sin que ni la legislacién ni la’ doctrina cientifica dieran de
ellas una caracterizacién precisa. Pero la elaboracién doctrinal pro-

" porciona hoy elementos suficientes para comprender la naturaleza

de las diversas entidades publicas (12).

A principios de los afios cincuenta, GarRipo FaALLa enuncié ya la
clasificacion —que luego, perfilaria en obras posteriores— de las en-
tidades publicas en corporaciones y fundaciones. En tanto qgue las
corporaciones tienen una base asociativa propia y diferenciada del
Estado, las fundaciones tienen su origen en la voluntad fundadora
del poder publico «que adscribe un patrimonio al cumplimiento de
una finalidad, erigiendo una Administraciéon para el mismo» (13).
Como sefiala Barna peL ALncazam, esta clasificacion ha sido aceptada
y utilizada por la mayor parte de los administrativistas. Incluso los
autores gue emplean otra terminologia afirman la existencia de esas
dos categorias y sigue el mismo criterio en cuanto a la diferencia-
cién de la naturaleza de una y otra. Asi, Garcia pE ENTERRIA Y FER-
vANDEZ RoOpRriGUEZ, aunque consideran preferible denominar «insti-

‘tuciones~ a las entidades publicas de base fundacional, subrayan‘ la

existencia del papel del poder publico eomo fu_n_-dador' y la impor-

(12) Un amplio tratamiento del tema puede verse ‘en M. BAiNA DEL ATLCAZAR:
Administracién central y Administracién institucional en el Derecho espaiiol,
Madrid, 1976. En é1 hay también una abundante referencia a la bibliografia
existente. ’ ) )

(13) F. Garrwo Farra: Administracién indirecta del Estado y descentralizq-
cién funcional, Madrid, 1950, p. 133.
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tancia del contenido del acto fundacional como elementos esencia-
les que diferencian las <«instituciones publicas» de las corporaciones:
<las instituciones son una creacién de un fundador o instituidor, que
es el que propone el fin a cumplir por el ente que crea ... es el propio
fundador el que dispone los medios materiales y personales que que-
dan afectos al cumplimiento de ese fin, asi como el que decide con su
voluntad la constitucién de los érganos propios del ente» (14).

Al transfotmar las actuales Universidades estatales en entidades
publicas dotadas de autonomia, el legislador habra de configurar-
las como fundaciones publicas (o instituciones publicas en la ter-
minologia de Garcia pe ENTermia y FEerNANDEz RoDRiGUEZ) o como
corporaciones. Y existe una estrecha conexién entre el modelo auto-
némico que se elija y el tipo de entidad publica que haya de esta-
blecerse.

La articulacién de la autonomia universitaria a través del mo-
delo fundacional corresponde a una técnica ampliamente utilizada
en Espafia para la configuracién de entidades publicas. Esta configu-
racién- permifiria una amplia libertad en €l disefio de la organizacioén
vy funcionamiento de las Universidades.” De hecho, las entidades de.
esta naturaleza que existen actualmente tienen grandes diferencias en
cuanto a las caracteristicas de su estructura y régimen juridico (15).
Habrian de tenerse en cuenta algunas caracteristicas generales que
se derivan de la propia naturaleza de las fundaciones publicas.

A) Los fines de la institucion son fines publicos y su delimita-
cién es hecha por el poder piblico fundador de la institucion
sin que ésta tenga otros fines propios.

B) FEl poder publico fundador establece las normas generales de
organizacion y funcionamiento y, entre ellas, la constitucion
del drgano de gobierno de la entidad y el modo de designa-
cién de sus miembros, en forma que quede garantizado el
cumplimiento de los fines p\’xblicos para los que la entidad es

. creada. : :

C) El poder publico fundador aporta los bienes fundamonales
y asegura a través de la dotacién inicial o de dotaciones pre-
supuestarias sucesivas el funcionamiento economlco de la en-
tidad.

(14) E. Garcia pe Enterria y T. B. FerninpEz RopriGcuez: Curso de Derecho
administrativo, tomo I, 2.2 ed., Madrid, 1975, p. 331 .
(15) M. Baena pErL Arcizam, op. cit.
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D) El personal de la entidad puede ostentar, y de hecho ostenta
a menudo, la condicion de funcionario publico.

E) La capacidad de la entidad se extiende a la realizacién de
todas las actividades, de caracter substantive o instrumental,
encaminados al cumplimiento de los fines establecidos en las
normas fundacionales, pero no puede extenderse a la prose-
cuciéon de otros fines distintos.

Nada hay, por supuesto, en estas caracteristicas que pueda difi-
cultar la organizacion de la autonomia universitaria de acuerdo con
la. concepcion de las Universidades publicas como fundaciones (16).
Las diferencias que habria en algunos puntos entre el margen de
autonomia de una Universidad anglosajona y la autonomia de que
pueda dotarse a una Universidad espaiflola organizada como funda-
cién publica no serian inherentes a una naturaleze distinta de las
Universidades espafiolas, sino a las limitaciones impuestas por la
Constitucion en los aspectos, ya sefialados, de competencia estatal
en la regulacion de las condiciones para la obtencidn de los titulos y
aprobacion del presupuesto por el Parlamento. A

Tampoco hay en la configuracién de las Universidades como fun-
daciones publicas nada que se oponga a las limitaciones y directri-
ces constitucionales. La participaciéon de los interesados que estable-
ce la Constitucion ha existido desde hace tiempo en algunas entidades
piblicas de caracter fundacional (17), por lo que la participacion
formal de los interesados en el gobierno de las Universidades no
seria ninguna innovacién radical. Habria que afadir, incluso, que
la posibilidad de incorporacién de los interesados a la gestion fue
un argumento manejado desde antiguo por los defensores de la des-
centralizacién del Estado a-través de la constituciéon de entidades
publicas de base fundacional y, singularmente, por la corriente sur-

(16) Un precedente interesante de la articulacién de la autonomia universi-
taria mediante conversién de las Universidades estatales en fundaciones pu-
blicas fue establecido por el Estatuto de Catalufia de 1932, que en su articulo 7
preveia: <«Si la Generalidad lo propone, el Gobierno de la Republica podra
otorgar a la Universidad de Barcelona un régimen de autonomia; en tal caso, -
ésta, se organizard como Universidad TUnica, regida por un patronato...» Citado
por L. Martin-RerorTiLLo BaQuer, en Autonomia y autogobierno de la Universi-
dad y otro temas, Universidad de Zaragoza, 1980. En el mismo trabajo se sefia-
la la existencia de una previsién similar para la Umvermdad de Zaragoza en
un proyecto de Estatuto de Aragoén.

(17) Por ejemplo, Juntas de Puertos y Confederaciones Hidrogréficas.
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gida a principios de siglo en favor de lo gque entonces se llamaba
«nueva descentralizacién- (18). _

Cabe dudar, en cambio, de que sea compatible con la naturaleza
de las fundaciones publicas la participacién exclusiva o mayoritaria
en los 6rganos de gobierno de representantes elegidos por los secto-
res internos de la Universidad que defienden las concepciones auto-
gestionarias. Ese tipo de participacién supondria excluir del control
publico una actividad dirigida a la satisfaccion de fines publicos vy
financiada con fondos publicos, y podria considerarse como una for-
ma de privatizacién de la entidad publica o, al menos, una confu-
sién de intereses publicos y privados que recuerda formas de orga-
nizacién del poder publico anteriores a la constitucién de los Estados
democraticos modernos.

En realidad, la concepciéon autogestionaria exigiria la configura-
cion de las Universidades publicas como corporaciones. Pero esta
conflguracwn como  veremos segmdamente tiene dificil enca,]e en el
Derecho publico espafiol,

3. Dificultad de configurar las Universidades publicas como
corporaciones

A diferencia de las fundaciones, las corporaciones son entidades
publicas de base asociativa. Por eso, la elecciéon de los 6rganos de
gobierno por los miembros del colectivo que forma su substratum
humano es en ellas una caracteristicas habitual. De hecho, las con-
cepciones autogestionarias se asientan implicitamente sobre la base
de que las Universidades son corporaciones, pero €l anélisis de las
caracteristicas de las Universidades hace dificil adjudicarles tal na-
turaleza.

La doctrina espaiiola considera que la base asociativa anterior a
la atribucién estatal de la personalidad publica y el caracter primor-
dialmente privado y secundariamente publico de sus fines, son las
caracteristicas esenciales que diferencian las corporaciones de las fun-
daciones publicas. Algunas otras notas contribuyen a perfilar me-
jor el caracter de las corporaciones, diferencidndolas tanto de las
entidades puablicas como de las asociaciones privadas de interés
publico. Asi, GARREDO FALLA y BaENA DEL ALcAzar consideran como nota
distintiva, junto a la base asociativa v la existencia de un doble'

(18) Cfr. A. Rovo-Viuranova: La nueva descentralizacién, Valladolid, 1914.
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interés a gestionar privado y puablico, el caracter forzoso de la agru-
pacidén (19) y Garcia pE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ sefialan tam-
bién, como otra caracteristica, la aportacién econémica de los miem-
bros al sostenimiento de las actividades de la entidad (20,

Pues bien, es evidente que en las Universidades publicas no existe
una base asociativa previa a la que el Estado atribuya una personalidad
publica. La Universidad surge como pura creacién de la ley y es des-
pués de esta creaciéon cuando se reclutan los profesores y empleados
no docente como medios personales indispensables para asegurar el
cumplimiento de los fines establecidos y cuando se admite a los estu-
diantes como usuarios del servicio. '

Las personas que agrupa el funcionamiento de la Universidad
tienen también unas caracteristicas y una relacién con la actividad
de la institucién muy diferente de la que existe en las corporaciones.
~ Las corporaciones son grupos humanos compuestos por indivi-
duos formalmente iguales en cuanto al caracter de su actividad en
la entidad corporativa y que tienen idénticos intereses. Y, por tanto,
participan igualmente en la titularidad de la entidad, cooperan en
pie de igualdad a la formacién de la voluntad de la misma, partici-
pan de manera activa e igual en su financiaciéon y se benefician de
la misma manera de la actividad corporativa.

Ninguna de estas caracteristicas se da en las Universidades. Alum-
nos, profesores y personal de Administracién tienen actividades sus-
tancialmente diferentes. También tienen intereses distintos: el be-
neficio esencial para los estudiantes es el aprendizaje que le conduce
a la obtencién de un titulo, en tanto que para los profesores y em-
pleados no docentes la actividad universitaria es su medio de vida.
Aunque los intereses de todos ellos puedan coincidir en muchqs as-
pectos, esta coincidencia no es mayor que la que existe entre em-
pleados y usuarios de cualquier otro servicio ptiblico, ¥ no puede
asimilarse a la identidad de intereses Que‘ existe en las corporaciones.
No hay una aportacién econémica al sostenimiento de la entidad
mas que en el caso de los estudiantes y aun ésta tiene el caracter

(19) F. Garriwo Farra: Tratado de Derecho Administrativo, vol. I, 8.2 edicién,
Madrid, 1982, p. 367; M. Baena DEL AlcAzar: Administracion central y Adminis-
tracién institucional..., op. cit., p. 41.

(20) E. Gancia pE EnTERRiA y T. R. FernénpEz RobriGgurz: Curso..., op. cit.,
pagina 321. El caracter predominantemente privado de los fines de las corpora-
ciones hace que la financiacién recaiga sobre los miembros. Por ello, como tam-
bién seflalan los mismos autores, los fondos de las corporaciones no constitu-
yen dinero publico. Ibidem, p. 332.
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de tasa por la utilizacién. del “servicio y no de cuota asociativa. Y la
igualdad en la titularidad y en la participacién en la formacién de
la voluntad de la institucién es algo que sélo es defendida por quie-
nes identifican la autogestion con el gobierno a través de asambleas
abiertas; la mayoria de las tendencias autogestionarias propugna
una participaciéon mayoritaria del profesorado o una igualdad de
representacion estamental, pero no la igualdad individual.

Aun mas importancia que las caracteristicas de la base asocia--
tiva tiene el caracter predominantemente publico o privado de los
fines. Podria quizd admitirse que las Universidades fuesen corpora-
ciones con una base asociativa distinta y peculiar si, como ocurre
en todas las demas corporaciones, el fin perseguido por la institu-
cion fuera predominantemente un-fin propio, correspondiente a los
intereses particulares de sus miembros, y sélo secundariamente pa-
blico. Pero ;quién se atreveria a admitir que, en la sociedad actual,
la educacién superior o la investigacién sean considerados como fi-
nes predominantemente privados? Y si, apurando el razonamiento
hasta los limites de lo inverosimil, se afirmase el caracter privado
de esos fines, esg afirmacién llevaria a cuestionar la financiacion pu-
blica de la actividad, o la justificacion de la condicién de funcionario
del profesorado y personal] no docente, o a defender que se con-
sideren igualmente corporaciones publicas a las Universidades hoy
consideradas privadas.

Es cierto que la consideracién de las Universidades como corporacio-
nes puede invocar ciertos precedentes histéricos en el uso de esa deno-
minacién. Aparte de una cierta tradicién medieval —que se refiere
a unas Universidades dé naturaleza y caracteristicas muy distintas
de las actuales—, hay efectivamente una definiciéon de las Universi-
dades como corporaciones de maestros y escolares en la Ley de orde-
nacién universitaria de 1943. Pero, ademas de la intima conexién que
esa definicion tiene con la idea politica del Estado corporativo impe-
rante en Espafia en los tiempos en que esa Ley fue aprobada, hay
otros textos legales en gque las Universidades reciben ofras deno-
minaciones, como la de «establecimientos ptiblicos» que evocan una
naturaleza muy distinta (21). Es mas 16gico pensar que, como afirman
Garcia pe EnTERmRia y FErNANDEZ RobriGurz, «las Universidades fue-

(21) Vid. A. Niero: «Valor actual de los establecimientos publicos», en Pers-
pectivas del Derecho publico en la segunda mitad del siglo XX. Homenaje a
Sayaques, Madrid, 1969.
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ron en la Edad Media verdaderas corporaciones de maestros y esco-
lares, pero, no evidentemente, hoy» (22).

Puede parecer un tanto paradéjico que la articulacién de la auto-
nomia universitaria a través de la consideraciéon de las Universida-
des estatales como fundaciones ptblicas tenga facil encaje —a pesar
de su tradicién anglosajona— en los cauces que ofrece el derecho
publico espafiol para la configuracion de las entidades publicas, en
tanto que resulta dificil encontrar acomodo en €l para el modelo
autogestionario, acufiado en el ambito culturalmente mas afin de
la América hispana. Pero realmente, la aceptacién de una interpre-
tacién autogestionaria de la autonomia universitaria que establece
la Constitucion obligaria a una revisién profunda de nuestras con-
cepciones sobre la naturaleza de las entidades publicas. Y suscitaria
numerosos interrogantes que podrian conducir a consecuencias in-
sospechadas, algunas de las cuales serian probablemente dificiles
de admitir para muchos de los que identifican —quizé sin suficiente
analisis— la autonomia universitaria con la autogestién.

(22) E. Garcia pE Enterria y T. R. Ferninpez Ropricuez: Curso..., op. cit.,
pagina 326. También Guarta niega que las Universidades tengan caracter de
corporaciones ya que éstas «estdn formadas por miembros personales con efec-
tivas facultades de autogobierno y en el caso de los centros docentes no hay
propiamente miembros, sino funcionarios y beneficiarios». Derecho administra-
tivo especial, vol. II, Zaragoza, 1965, p. 108,

2648



4. Ordenacién del territorio
y medio ambiente






	Inicio
	Artículo siguiente
	Artículo anterior
	Ayuda
	1950-2003
	1950-1959
	1950
	Núm. 1. Enero-Abril
	Núm. 2. Mayo-Agosto
	Núm. 3. Septiembre-Diciembre

	1951
	Núm. 4. Enero-Abril
	Núm. 5. Mayo-Agosto
	Núm. 6. Septiembre-Diciembre

	1952
	Núm. 7. Enero-Abril
	Núm. 8. Mayo-Agosto
	Núm. 9. Septiembre-Diciembre

	1953
	Núm. 10. Enero-Abril
	Núm. 11. Mayo-Agosto
	Núm. 12. Septiembre-Diciembre

	1954
	Núm. 13. Enero-Abril
	Núm. 14. Mayo-Agosto
	Núm. 15. Septiembre-Diciembre

	1955
	Núm. 16. Enero-Abril
	Núm. 17. Mayo-Agosto
	Núm. 18. Septiembre-Diciembre

	1956
	Núm. 19. Enero-Abril
	Núm. 20. Mayo-Agosto
	Núm. 21. Septiembre-Diciembre

	1957
	Núm. 22. Enero-Abril
	Núm. 23. Mayo-Agosto
	Núm. 24. Septiembre-Diciembre

	1958
	Núm. 25. Enero-Abril
	Núm. 26. Mayo-Agosto
	Núm. 27. Septiembre-Diciembre

	1959
	Núm. 28. Enero-Abril
	Núm. 29. Mayo-Agosto
	Núm. 30. Septiembre-Diciembre


	1960-1969
	1960
	Núm. 31. Enero-Abril
	Núm. 32. Mayo-Agosto
	Núm. 33. Septiembre-Diciembre

	1961
	Núm. 34. Enero-Abril
	Núm. 35. Mayo-Agosto
	Núm. 36. Septiembre-Diciembre

	1962
	Núm. 37. Enero-Abril
	Núm. 38. Mayo-Agosto
	Núm. 39. Septiembre-Diciembre

	1963
	Núm. 40. Enero-Abril
	Núm. 41. Mayo-Agosto
	Núm. 42. Septiembre-Diciembre

	1964
	Núm. 43. Enero-Abril
	Núm. 44. Mayo-Agosto
	Núm. 45. Septiembre-Diciembre

	1965
	Núm. 46. Enero-Abril
	Núm. 47. Mayo-Agosto
	Núm. 48. Septiembre-Diciembre

	1966
	Núm. 49. Enero-Abril
	Núm. 50. Mayo-Agosto
	Núm. 51. Septiembre-Diciembre

	1967
	Núm. 52. Enero-Abril
	Núm. 53. Mayo-Agosto
	Núm. 54. Septiembre-Diciembre

	1968
	Núm. 55. Enero-Abril
	Núm. 56. Mayo-Agosto
	Núm. 57. Septiembre-Diciembre

	1969
	Núm. 58. Enero-Abril
	Núm. 59. Mayo-Agosto
	Núm. 60. Septiembre-Diciembre


	1970-1979
	1970
	Núm. 61. Enero-Abril
	Núm. 62. Mayo-Agosto
	Núm. 63. Septiembre-Diciembre

	1971
	Núm. 64. Enero-Abril
	Núm. 65. Mayo-Agosto
	Núm. 66. Septiembre-Diciembre

	1972
	Núm. 67. Enero-Abril
	Núm. 68. Mayo-Agosto
	Núm. 69. Septiembre-Diciembre

	1973
	Núm. 70. Enero-Abril
	Núm. 71. Mayo-Agosto
	Núm. 72. Septiembre-Diciembre

	1974
	Núm. 73. Enero-Abril
	Núm. 74. Mayo-Agosto
	Núm. 75. Septiembre-Diciembre

	1975
	Núm. 76. Enero-Abril
	Núm. 77. Mayo-Agosto
	Núm. 78. Septiembre-Diciembre

	1976
	Núm. 79. Enero-Abril
	Núm. 80. Mayo-Agosto
	Núm. 81. Septiembre-Diciembre

	1977
	Núm. 82. Enero-Abril
	Núm. 83. Mayo-Agosto
	Núm. 84. Septiembre-Diciembre

	1978
	Núm. 85. Enero-Abril
	Núm. 86. Mayo-Agosto
	Núm. 87. Septiembre-Diciembre

	1979
	Núm. 88. Enero-Abril
	Núm. 89. Mayo-Agosto
	Núm. 90. Septiembre-Diciembre


	1980-1989
	1980
	Núm. 91. Enero-Abril
	Núm. 92. Mayo-Agosto
	Núm. 93. Septiembre-Diciembre

	1981
	Núm. 94. Enero-Abril
	Núm. 95. Mayo-Agosto
	Núm. 96. Septiembre-Diciembre

	1982
	Núm. 97. Enero-Abril
	Núm. 98. Mayo-Agosto
	Núm. 99. Septiembre-Diciembre

	1983
	Núm. 100. Enero-Diciembre

	1984
	Núm. 103. Enero-Abril
	Núm. 104. Mayo-Agosto
	Núm. 105. Septiembre-Diciembre

	1985
	Núm. 106. Enero-Abril
	Núm. 107. Mayo-Agosto
	Núm. 108. Septiembre-Diciembre

	1986
	Núm. 109. Enero-Abril
	Núm. 110. Mayo-Agosto
	Núm. 111. Septiembre-Diciembre

	1987
	Núm. 112. Enero-Abril
	Núm. 113. Mayo-Agosto
	Núm. 114. Septiembre-Diciembre

	1988
	Núm. 115. Enero-Abril
	Núm. 116. Mayo-Agosto
	Núm. 117. Septiembre-Diciembre

	1989
	Núm. 118. Enero-Abril
	Núm. 119. Mayo-Agosto
	Núm. 120. Septiembre-Diciembre


	1990-1999
	1990
	Núm. 121. Enero-Abril
	Núm. 122. Mayo-Agosto
	Núm. 123. Septiembre-Diciembre

	1991
	Núm. 124. Enero-Abril
	Núm. 125. Mayo-Agosto
	Núm. 126. Septiembre-Diciembre

	1992
	Núm. 127. Enero-Abril
	Núm. 128. Mayo-Agosto
	Núm. 129. Septiembre-Diciembre

	1993
	Núm. 130. Enero-Abril
	Núm. 131. Mayo-Agosto
	Núm. 132. Septiembre-Diciembre

	1994
	Núm. 133. Enero-Abril
	Núm. 134. Mayo-Agosto
	Núm. 135. Septiembre-Diciembre

	1995
	Núm. 136. Enero-Abril
	Núm. 137. Mayo-Agosto
	Núm. 138. Septiembre-Diciembre

	1996
	Núm. 139. Enero-Abril
	Núm. 140. Mayo-Agosto
	Núm. 141. Septiembre-Diciembre

	1997
	Núm. 142. Enero-Abril
	Núm. 143. Mayo-Agosto
	Núm. 144. Septiembre-Diciembre

	1998
	Núm. 145. Enero-Abril
	Núm. 146. Mayo-Agosto
	Núm. 147. Septiembre-Diciembre

	1999
	Núm. 148. Enero-Abril
	Núm. 149. Mayo-Agosto
	Núm. 150. Septiembre-Diciembre


	2000-2003
	2000
	Núm. 151. Enero-Abril
	Núm. 152. Mayo-Agosto
	Núm. 153. Septiembre-Diciembre

	2001
	Núm. 154. Enero-Abril
	Núm. 155. Mayo-Agosto
	Núm. 156. Septiembre-Diciembre

	2002
	Núm. 157. Enero-Abril
	Núm. 158. Mayo-Agosto
	Núm. 159. Septiembre-Diciembre

	2003
	Núm. 160. Enero-Abril
	Núm. 161. Mayo-Agosto
	Núm. 162. Septiembre-Diciembre



	Núm. 100 Enero-Diciembre 1983
	CUBIERTA Y PRIMERAS
	E. G. de E.. Cien números de la Revista de Administración Pública
	SUMARIO
	PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y ORDENAMIENTO JURÍDICO
	Alonso García, E.. El principio de igualdad del artículo 14 de la Constitución Española
	Alonso Olea, M. La jurisprudencia lenta y suave del Tribunal Constitucional
	Arias Senoseain, M.. La larga marcha desde la Constitución al ciudadano medio. Vigencias formales y vigencias reales
	Carretero Pérez, A.. Precisiones sobre la facultad de iniciativa legislativa del Consejo General del Poder Judicial
	Carro Martínez, A.. La democracia verdadera
	Cazorla Prieto, L. M.. En torno al Decreto-ley en materia tributaria
	García de Enterría, E.. El ordenamiento estatal y los ordenamientos autonómicos: sistema de relaciones
	González Navarro, F.. La «Norma Fundamental» que confiere validez a la Constitución Española y al resto del Ordenamiento español
	López Rodó, L.. El principio de igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional
	Martín Mateo, R.. El sistema estatutario
	Nieto, A.. Peculiaridades jurídicas de la norma constitucional
	Rubio Llórente, F.. Rango de Ley, Fuerza de Ley, Valor de Ley
	Salas, J.. Estatutos de Autonomía, Leyes Básicas y Leyes de armonización
	Sobiano García, J. E.. Los Decretos-leyes en la Jurisprudencia constitucional española
	Tornos Mas, J.. La relación entre la Ley y el Reglamento: Reserva legal y remisión normativa. Algunos aspectos conflictivos a la luz de la jurisprudencia constitucional
	Villar Palasí, J. L.. Consideraciones sobre el sistema jurídico

	LIBERTADES PÚBLICAS
	Embid Irujo, A.. El derecho de reunión y su protección. Referencia especial a la protección judicial
	Gómez-Reino y Carnotta, E.. El secreto profesional de los periodistas
	Jiménez-Blanco Carrillo de Albornoz, A. El derecho fundamental a la objeción de conciencia en la República Federal de Alemania
	López Ramón, F.. Reflexiones sobre la libertad profesional

	DERECHO ADMINISTRATIVO
	Brewer-Carias, A. R.. El concepto de Derecho administrativo en Venezuela
	Gallego Anabitarte, A.. Las asignaturas de Derecho político y administrativo: El destino del Derecho público español
	Martín del Burgo y Marchán, A.. La Administración asediada
	De la Morena y de la Morena, L.. Derecho administrativo e interés público. Correlaciones básicas

	POSICIÓN JURIDÍCA DE LA ADMINISTRACIÓN
	En general
	Bassols Coma, M.. Instituciones administrativas al servicio de la Corona.- Dotación, Casa de S. M. el Rey y Patrimonio Nacional
	Gálvez Montes, J.. Colegios profesionales y tarifas de honorarios de ingenieros
	López Garrido, D.. La posición constitucional de las Fuerzas Armadas
	Morell Ocaña, L.. La personificación y otorgamiento de «Status» en el Derecho administrativo. Rasgos generales del «status» de los entes administrativos

	Actos. Discrecionalidad
	Boquera Oliver, J. M.. Grados de ilegalidad del acto administrativo
	Coca Vita, E.. Legalidad constitucional, exclusión de control judicial y discrecionalidad técnica
	Martín-Retortillo Baquer, L.. Del control de la discrecionalidad administrativa al control de la discrecionalidad judicial

	Expropiación
	Escuín Palop, V. M.. La intervención del beneficiario en el procedimiento expropiatorio
	Parada Vázquez, J. R.. Expropiaciones legislativas y garantías jurídicas

	Responsabilidad
	Carro Fernández-Valmayor, J. L.. Sobre responsabilidad administrativa y coacción directa

	Control judicial
	Cano Mata, A.. Emplazamiento a codemandados y coadyuvantes en los procesos regulados por la Ley contenciosa de 27 de diciembre de 1956
	Cosculluela Montaner, L. M.. El recurso en interés de la Ley
	González-Berenguer Urrutia, J. L.. La futura Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa
	González Pérez, J.. La pluralidad de partes en el proceso administrativo
	Mendizábal Allende, R. de. Lo función jurisdiccional del Tribunal de Cuentas
	Montoro Puerto, M.. Apuntes en tomo a la legitimación en algunos procesos constitucionales
	Nava Negbete, A.. Días y trabajos del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Distrito Federal de México
	Ortega Alvabez, L.. La coacción institucional para desistir del acceso al Juez
	Prieto de Pedro, J.. Los requisitos de la garantía de emplazamiento eficaz de los interesados en el recurso contencioso-administrativo
	Reyes Monterreal, J. M.. Reconocimiento de personalidad por la Administración y la posterior impugnación por ésta en vía contenciosa
	Rodríguez-Zapata y Pérez, J.. Desviación de poder y discrecionalidad del legislador:
	Sánchez Blanco, A.. La unidad de doctrina en la jurisprudencia contencioso-administrativa
	Sánchez Isac, J.. El dictamen previo de Letrado y el acuerdo de interposición en el recurso de apelación
	Santamaría Pastor, J. A.. Tutela judicial efectiva y no suspensión en vía de recurso
	Vivancos, E.. Audiencias territoriales y Estatutos de Autonomía


	ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN
	Agentes públicos
	Fernández-Carnicero González, C. J.. La burocracia como tradición
	Fernández Pastrana, J. M.. Las incompatibilidades de los funcionarios. La Ley 20/1982, de 9 de junio
	Sainz Moreno, F.. Ejercicio privado de funciones públicas

	Organización territorial. En general
	Baena del Alcázar, M.. La descentralización en Francia. Algunos puntos de conexión con las Autonomías españolas
	Muñoz Machado, S.. Los principios constitucionales de unidad y autonomía y el problema de la nueva planta de las Administraciones Públicas

	Administración del Estado
	Martín-Retortillo Baquer, S.. La creación de la Dirección General de lo Contencioso
	Piñar Mañas, J. L.. La Administración periférica civil del Estado
	Rodríguez Vázquez de Prada, V.. La reforma administrativa en los Estados Unidos

	Comunidades Autónomas
	García-Trevijano Garnica, J. A.. Aspectos sobre las transferencias de potestades a las Comunidades Autónomas: el artículo 180 de la Ley del Suelo
	Garrido Falla, F.. Algunas cuestiones del Estado de las Autonomías
	Guaita Martorell, A.. La Administración del Estado en las Comunidades Autónomas
	Lliset Borrel, F.. La determinación de las competencias de las Comarcas en Cataluña
	Meilán Gil, J. L.. Legalidad constitucional y legalidad administrativa en la actuación de las Comunidades Autónomas
	Sánchez Morón, M.. Las Comunidades Autónomas y la estructura de la Administración Local

	Provincias
	Bourgon Tinao, L. P.. La naturaleza de la provincia en Canarias
	Clavero Arévalo, M, F.. La provincia ante una encrucijada histórica en el ciento cincuenta aniversario de su creación 1833-1983

	Municipios
	Castells Arteche, J. M.. La nueva problemática de las alteraciones territoriales municipales
	Leguina Villa, J.. Gobierno municipal y Estado autonómico
	Morell Ocaña, L., y López-Font Márquez, J. F.. Las Juntas municipales en el régimen local del siglo XIX
	Sosa Wagner, F.. La autonomía municipal


	DERECHOS REALES
	Bocanegra Sierra, R.. Sobre algunos aspectos de la desafectación de comunales
	Carceller Fernández, A.. legislación de puertos. Interés actual de este ordenamiento
	Escribano Collado, P.. Las competencias de las Comunidades Autónomas en materia de Puertos
	Ortiz Díaz, J.. Las Confederaciones Hidrográficas y las Comisarías de Aguas ante las modificaciones de nuestro Ordenamiento Jurídico
	Parejo Alfonso, L.. Dominio público: un ensayo de reconstrucción de su teoría general

	ACCIÓN SINGULAR DE LA ADMINISTRACIÓN
	En general
	Fernández Rodríguez, T. R.. Las obras públicas
	Martín Rebollo, L.. De nuevo sobre el servicio público: Planteamientos ideológicos y funcionalidad técnica

	Seguridad y salubridad públicas
	Fernández Farreres, G.. Principio de legalidad y normativa sobre medidas de seguridad y vigilancia en Bancos, Cajas de Ahorro y otras Entidades
	Molina del Pozo, C. F. El derecho de los consumidores y usuarios a la protección de la salud y seguridad

	Educación
	Gutiérrez Reñón, A.. El futuro de las Universidades públicas. ¿Fundaciones públicas o autogestión?

	Ordenación del territorio y medio ambiente
	Arcenegui Fernández, I. E.. La protección del medio ambiente a la luz de la legislación minera del Estado y de la Ley 12/1981, de 24 de diciembre, de la Generalidad de Cataluña
	Argullol Murgadas, E.. Sobre el control urbanístico de las obras de iniciativa pública
	Larumbe Biurrun, P. M.. Algunas reflexiones sobre el artículo 180 de la Ley del Suelo
	Moderne, F.. Los colectividades locales y el urbanismo en Francia en el marco de la nueva descentralización
	Pérez Moreno, A.. Reflexiones sobre la sustantividad del derecho ambiental

	Intervención en la economía
	Ariño Ortiz, G.. La indemnización en las nacionalizaciones
	Font i Llovet, T.. La empresa pública agraria
	Pérez Tenessa, A.. El control de cambios
	Serrano Alberca, J. M.. Disposiciones armonizadoras en materia económica, con referencia a tos vías de comunicación terrestre. Carreteras

	Seguridad Social
	Ruiz-Jarabo Ferrán, E.. Patrimonio y seguridad social


	ÍNDICE DE AUTORES




